Poder Ejecutvivo. Organización Administrativa
Del art 87 al 98

 El Poder Ejecutivo de la Nación será desempeñado por un ciudadano con el título de "Presidente de la Nación Argentina"

Para ser elegido presidente o vicepresidente de la Nación, se requiere haber nacido en el territorio argentino o ser hijo de ciudadano nativo, habiendo nacido en país extranjero; y las demás calidades exigidas para ser elegido senador. 

Artículo 55.- Son requisitos para ser elegido senador: tener la edad de treinta años, haber sido seis años ciudadano de la Nación, disfrutar de una renta anual de dos mil pesos fuertes o de una entrada equivalente, y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella.


El presidente y el vicepresidente de la Nación serán elegidos directamente por el pueblo, en doble vuelta, La elección se efectuará dentro de los dos meses anteriores a la conclusión del mandato del presidente en ejercicio. 
La segunda vuelta electoral, si correspondiere, se realizará entre las dos fórmulas de candidatos más votadas, dentro de los treinta días de celebrada la anterior. 
Cuando la fórmula que resultase más votada en la primera vuelta hubiere obtenido el cuarenta por ciento por lo menos de los votos afirmativos válidamente emitidos y, además, existiere una diferencia mayor de diez puntos porcentuales respecto del total de los votos afirmativos válidamente emitidos sobre la fórmula que le sigue en número de votos, sus integrantes serán proclamados como presidente y vicepresidente de la Nación.

Al tomar posesión de su cargo el presidente y vicepresidente prestarán juramento, en manos del presidente del Senado y ante el Congreso reunido en Asamblea, respetando sus creencias religiosas de: "desempeñar con lealtad y patriotismo el cargo de presidente (o vicepresidente) de la Nación Argentina".

Disfrutan de un sueldo pagado por el Tesoro de la Nación, que no podrá ser alterado en el período de sus nombramientos. Durante el mismo período no podrán ejercer otro empleo, ni recibir ningún otro emolumento de la Nación, ni de provincia alguna. 

Duran en sus funciones el término de cuatro años y podrán ser reelegidos o sucederse recíprocamente por un solo período consecutivo. Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente no pueden ser elegidos para ninguno de ambos cargos, sino con el intervalo de un período. 

El presidente de la Nación cesa en el poder el mismo día en que expira su período de cuatro años; sin que evento alguno que lo haya interrumpido, pueda ser motivo de que se le complete más tarde. 

Acefalia presidencial 

La Constitución Nacional y la ley de Acefalía determinan los caminos a seguir ante la renuncia del presidente y contempla también las alternativas cuando
El artículo 88 de la Constitución determina que "en caso de enfermedad, ausencia de la Capital, muerte, renuncia o destitución del presidente, el Poder Ejecutivo será ejercido por el vicepresidente de la Nación".
"En caso de destitución, muerte, dimisión o inhalabilidad del presidente y vicepresidente de la Nación, el Congreso determinará qué funcionario público ha de desempeñar la presidencia, hasta que haya cesado la causa de inhabilidad o un nuevo presidente sea electo".
Al mismo tiempo, el artículo 75 inciso 21 concede al Congreso la atribución de "aprobar o desechar los motivos de dimisión del presidente de la República y declarar el caso de proceder a nueva elección".
En tanto, la ley de Acefalía -que lleva el número 20.972, especifica que "en caso de acefalía por falta de presidente y vicepresidente de la Nación, el Poder Ejecutivo será desempeñado transitoriamente en primer lugar por el presidente provisional del Senado, en segundo lugar por el presidente de la Cámara de Diputados y a falta de éstos, por el presidente de la Corte Suprema de Justicia hasta tanto el Congreso, reunido en Asamblea, haga la elección a que se refiere el artículo 75 de la Constitución.
"La elección, en tal caso, se efectuará por el Congreso de la Nación en asamblea que convocará y presidirá quien ejerza la presidencia del Senado y que se reunirá por imperio de esta ley dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes al hecho de la acefalía. Si no se logra, se reunirá nuevamente a las cuarenta y ocho horas siguientes constituyéndose en tal caso con simple mayoría de los miembros de cada Cámara".
"La elección se hará por mayoría absoluta de los presentes. Si no se obtuviera esa mayoría en la primera votación, se hará por segunda vez limitándose a las dos personas que en la primera hubiesen obtenido mayor número de sufragios. En caso de empate, se repetirá la votación y si resultase nuevo empate, decidirá el presidente de la Asamblea votando por segunda vez. El voto será siempre nominal. La elección deberá quedar concluída en una sola reunión de la Asamblea".
"La elección deberá recaer en un funcionario que reúna los requisitos del artículo 76 de la Constitución Nacional y desempeñe algunos de los siguientes mandatos populares electivos: senador nacional, diputado nacional o gobernador de la provincia.

 República Presidencialista
Se denomina república presidencialista o sistema presidencial a aquella forma de gobierno en la que, una vez constituida una República, la Constitución establece una división de poderes entre el poder legislativo, el poder ejecutivo, poder judicial, y el Jefe de Estado, además de ostentar la representación formal del país, es también parte activa del poder ejecutivo, como Jefe de Gobierno, ejerciendo así una doble función, porque le corresponden facultades propias del Gobierno, siendo elegido de forma directa por los votantes y no por el Congreso o Parlamento.
El presidente es el órgano que ostenta el poder ejecutivo, mientras que el poder legislativo lo suele concentrar el congreso, sin perjuicio de las facultades que en materia legislativa posee el presidente.
El presidente es el órgano que ostenta el poder ejecutivo, mientras que el poder legislativo lo suele concentrar el congreso, sin perjuicio de las facultades que en materia legislativa posee el presidente.

Se presentan como principales ventajas del presidencialismo: Separación de poderes clara y suficiente entre el ejecutivo y el legislativo. Inexistencia de vinculación del poder ejecutivo con el partido político mayoritario en el Congreso. Se mencionan como desventajas principales frente al sistema parlamentario: Menor representación del conjunto social, en la medida que las decisiones no se consensúan en muchas ocasiones entre distintas facciones políticas representadas en el Congreso. Menor capacidad de respuesta frente a una crisis de gobierno, en la medida que el Congreso no puede cambiar el poder ejecutivo adoptando la moción de censura. Tendencia al bipartidismo como su forma más estable, debido a la necesidad de financiación y la falta de identidad política. 

República Parlamentarista

Sistema parlamentario, es un mecanismo en el que la elección del gobierno (poder ejecutivo) emana del parlamento (poder legislativo) y es responsable políticamente ante éste. A esto se le conoce como principio de confianza política, en el sentido de que los poderes legislativo y ejecutivo están estrechamente vinculados, dependiendo el ejecutivo de la confianza del parlamento para subsistir. En sistemas parlamentarios el jefe de estado es diferente que el jefe de gobierno o primer ministro. El jefe del Estado no tiene normalmente poderes ejecutivos reales como un presidente ejecutivo, ya que la mayoría de estos poderes le han sido concedidos al primer ministro. Sin embargo, en una república parlamentaria, el jefe de Estado y el jefe de Gobierno deben formar una sola oficina. Doctrinariamente, se reconocen como características básicas de todo régimen Parlamentario o con tendencia parlamentaria a las siguientes: Un Ejecutivo dual, en el cual coexisten, en primer término, un jefe de Estado quien cuenta con atribuciones puntuales y en general muy restringidas, y obra como "Árbitro" o “mediador” de los problemas políticos; y un Jefe de Gobierno, que funciona a través de un órgano colegiado llamado Gabinete o Consejo de Ministros a cuya cabeza se encuentra el llamado Primer Ministro, quien es el funcionario que efectivamente dirige la política interna de la Nación. Marcada dependencia entre los órganos Ejecutivo y legislativo.
En realidad el Gobierno surge del Parlamento, el cual es, en principio, el único órgano elegido por voluntad popular. También pueden existir sistemas como los de órganos colegiados denominados supremos, que, con el pretexto de mantener la gobernabilidad, suprimen derechos de los ciudadanos y obligaciones del gobierno. A la vez, el Jefe de Estado o el Presidente del Gobierno puede ordenar la disolución del Parlamento en casos de graves controversias en las cuales puedan estar en riesgo la gobernabilidad de la Nación o la legitimidad de la dirigencia de su clase política. Ventajas e inconvenientes del parlamentarismo.
ventajas del sistema parlamentario: Mayor representación del conjunto social en la medida que las decisiones deben consensuarse en muchas ocasiones entre distintas facciones políticas representadas en el Parlamento. Mejor capacidad de respuesta frente a una crisis de gobierno en la medida que puede cambiar el poder ejecutivo adoptando la moción de censura. Mayor consenso en las decisiones se considera más la participación y el trabajo en equipo. 

Facultades del órgano ejecutivo
Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia. 
Nombrar y remover libremente a los secretarios del despacho, remover a los agentes diplomáticos y empleados superiores de Hacienda, y nombrar y remover libremente a los demás empleados de la Unión, cuyo nombramiento o remoción no esté determinado de otro modo en la Constitución o en las leyes. 
Nombrar los ministros, agentes diplomáticos y cónsules generales, con aprobación del Senado; 
Nombrar, con aprobación del Senado, los Coroneles y demás oficiales superiores del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales, y los empleados superiores de Hacienda; 
Nombrar a los demás oficiales del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales, con arreglo a las leyes. 
Disponer de la totalidad de la fuerza armada permanente o sea del ejército terrestre, de la marina de guerra y de la fuerza aérea para la seguridad interior y defensa exterior. Designar, con ratificación del Senado, al Procurador General de la República. 
Dirigir la política exterior y celebrar tratados internacionales, sometiéndolos a la aprobación del Senado. En la conducción de tal política, el titular del Poder Ejecutivo observará los siguientes principios normativos: la autodeterminación de los pueblos; la no intervención; la solución pacífica de controversias; la proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones internacionales; y la lucha por la paz y la seguridad internacionales. 
Convocar al Congreso a sesiones extraordinarias, cuando lo acuerde la Comisión Permanente; 
Facilitar al Poder Judicial los auxilios que necesite para el ejercicio expedito de sus funciones; 
Habilitar toda clase de puertos, establecer aduanas marítimas y fronterizas, y designar su ubicación. 
Presentar a consideración del Senado, la terna para la designación de Ministros de la Suprema Corte de Justicia y someter sus licencias y renuncias a la aprobación del propio Senado.
Decretos

Un decreto es un tipo de acto administrativo emanado habitualmente del poder ejecutivo y que, generalmente, posee un contenido normativo reglamentario, por lo que su rango es jerárquicamente inferior a las leyes.

Esta regla general tiene sus excepciones en casi todas las legislaciones, normalmente para situaciones de urgente necesidad, y algunas otras específicamente tasadas.

Argentina

En Argentina, tanto en el orden federal como provincial y en el de la ciudad autónoma (de Buenos Aires), en caso que la requieran, así como los actos de administración, los produce el Ejecutivo mediante decretos.

1. Los decretos son promulgados por el presidente, gobernador (en las provincias) o jefe de Gobierno (en la Ciudad Autónoma), con firma del ministro del ramo (a veces, en acuerdo general de ministros, cuando la materia compete a varias carteras).

2. Cuando el Congreso Nacional, Congreso Provincial o Legislatura de la Ciudad Autónoma, está en receso, y en otras circunstancias excepcionales, el Ejecutivo puede tomar prerrogativas legislativas mediante Decretos de necesidad y urgencia (equivalente a un decreto ley), que deben ser posteriormente ratificados por el Legislativo.

3. Los actos de administración regulares, para los que no se requiere específicamente un decreto, se norman mediante resoluciones. Éstas las expiden los ministerios y el resto de las instituciones estatales.

Clases de decretos el P.E.N:
1-De ejecución o reglamentarias: Son las que dan nombre al Poder Ejecutivo (art 99 inc 2).Es decir son los que dicta el Poder Ejecutivo en ejercicio de facultades institucionales (art. 99 inc. 22) para asegurar o facilitar la aplicación o ejecución de leyes, regulando detalles necesarios para el mejor cumplimiento de las leyes de la las finalidades que se propuso el legislador


Art 99: Atribuciones el Poder Ejecutivo 
Inc. 2: Expide las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes de la Nación, cuidando de no alterar el espíritu con excepciones reglamentarias.

Los decretos complementarios o reglamentarias:
 -Integran la ley y tienen la misma fuerza imperativa.
-Son decisivos para la eficacia de la ley: sin reglamentación la ley queda congelada y sin operatividad.
-En el momento de su dictado depende del Poder Ejecutivo, salvo que la ley imponga un término imperativo para tal reglamentación.
-Son concretos,  precisos,  analíticos y aclaratorios, si bien se subordinan a la ley, la complementan

2-Decretos autónomos o independientes: Son las normas generales que dicta el Poder Ejecutivo y, en general, la Administración, sobre materias que pertenecen a su zona de reserva. En su dictado, el gobierno y la Administración no aplican ni reglamentan una ley, sino que directamente interpretan y aplican la Constitución (competencias constituciones propias-zona de reserva de la administración)

Hoy como regla le tocaría expedirlos al jefe de gabinete pero el presidente sigue emitiéndolos sin dificultades. Algunos ejemplos de decretos: Dec. 1429/72(Régimen de licencias para los agentes públicos). Dec.977/95(Jefe de gabinete de ministros-Funciones).
3-Decretos delegados: Se trata de normas generales dictadas por el Poder Ejecutivo en base a una autorización o habilitación del Congreso de la Nación, que regulan materias de competencias del poder legislativo. Antes de la reforma de 1994, en “Cocchia” Corte Suprema de Justicia de la Nación los denomino ”decretos de ejecución sustantiva” , y dijo que son aquellos que se emiten “cuando el legislador encomienda al Ejecutivo la determinación de aspectos relativos a la aplicación concreta de la ley, según el juicio de oportunidad temporal o de conveniencia de contenido que realiza el poder administrador.

En estos casos el Poder Legislativo dispone que el Ejecutivo aplique, concrete o ejecute la ley, según el “standard” inteligible que el mismo legislador estableció, es decir, una clara política legislativa que actúa como un mandato de imperativo cumplimiento por parte del Ejecutivo. También se lo denomina decretos de delegación impropia, debido a que antes de la reforma constitucional de 1994 la delegación de atribuciones legislativas no estaba permitida por la Constitución Nacional formal.

4 Decreto de necesidad y urgencia (DNU): es un tipo de norma existente en la Argentina que, a pesar de ser sancionada solo por el Poder Ejecutivo, tiene validez de ley. Una vez promulgado el DNU, el Congreso debe analizarlo y determinar si continúa vigente o no. Este tipo de legislación está contemplado en el artículo 99 de la Constitución Nacional.
Características:
Congreso debe evaluar cualquier decreto de necesidad y urgencia. Como su nombre lo indica, los DNU sólo deben sancionarse en situaciones excepcionales, cuando sea imposible seguir los trámites para sancionar leyes mediante el Congreso. Además, no pueden sancionarse decretos que legislen sobre materia penal, tributaria, electoral o el régimen de los partidos políticos.
Al igual que los decretos comunes, son sancionados por el presidente, pero en acuerdo general de ministros. Esto significa que todos los ministros y el jefe de Gabinete  deben participar en la creación del DNU.
Una vez dictado el decreto de necesidad y urgencia, el jefe de Gabinete debe dirigirse a la Comisión Bicameral Permanente  del Congreso en un plazo no mayor de 10 días. Esta comisión tiene que elevar un dictamen y enviarlo a cada Cámara legislativa para su tratamiento, también en no más de 10 días. Cabe destacar que, en este tiempo, el DNU tiene plena vigencia.
Cada cámara del Congreso deberá emitir una resolución expresando su apoyo o rechazo al DNU. Si ambas cámaras rechazan el decreto, éste pierde validez de forma permanente. No obstante, quedan a salvo los derechos adquiridos mientras la norma estaba en vigencia.
Antecedentes
En gobiernos militares
Todas las normas legislativas sancionadas por las dictaduras militares que sufrió el país provenía exclusivamente del Poder Ejecutivo y eran conocidas como decretos leyes. En la llamada Revolución Argentina y el autodenominado Proceso de reorganización Nacional (los dos últimos regímenes militares de la Argentina), estas normas eran conocidas simplemente como leyes.
Debido a que los gobiernos militares eran ilegítimos, había una discusión sobre la validez de los decretos leyes. En 1945, la Corte Suprema los reconoció como válidos siempre y cuando su sanción fuera necesaria para cumplir los objetivos del gobierno militar. Además, perdían validez al terminar el gobierno de facto, aunque podían ser ratificados por el Congreso. 
Dos años más tarde, en 1947, un nuevo fallo de la Corte determinó que los decretos leyes seguían con vigencia y debían ser derogados o modificados por otras leyes.

En gobiernos democráticos
Pese a que los DNU se introdujeron a la Constitución en 1994, gobiernos democráticos anteriores han utilizado este tipo de normas. Entre ellas, se encuentra el Plan Austral (decreto 1096/85), promulgado en 1985 por el entonces presidente Raúl Alfonsín. Este decreto de excepción cambiaba la moneda del peso argentino al austral. 
En diciembre de 1990, la Corte Suprema avaló el dictado de decretos de necesidad y urgencia en el llamado Caso Peralta, en el que se solicitó la inconstitucionalidad del decreto 36/90, dictado por Carlos Menem. Los jueces del máximo tribunal argentino fallaron en contra de Luis Peralta y la validez norma quedó ratificada.
Irregularidades
Pese a que la Constitución establece que el Congreso debía crear una ley para analizar los DNU, éste recién se sancionó en 2006, 12 años después de la reforma a la Carta Magna que introdujo este tipo de normas. Esto significa que los presidentes que ejercieron en ese lapso(Carlos Menem, Fernando de la Rúa, Adolfo Rodríguez Saá, Eduardo Duhalde y Néstor Kirchner) podían dictar decretos de necesidad y urgencia libremente, sin control legislativo
Por otra parte, se ha cuestionado el dictado de DNU sin que haya una verdadera urgencia, como los decretos que modifican la ley de Ministerios para crear nuevos departamentos de Estado. También fue objeto de críticas el abuso de este tipo de leyes

El Jefe de Gabinete y demás ministros del Poder Ejecutivo

La Constitución Nacional  establece que “El Jefe de Gabinete y demás ministros secretarios[…] tendrán a su cargo el despacho de los negocios de la nación y refrendaran y legalizaran los actos del presidente por medio de su firma, sin cuyo requisito carecen de eficacia”.

Los ministros dirigen sus respectivas áreas de gobierno y colaboran con el presidente al que asesoran, actuando individual o conjuntamente en el gabinete nacional.

El número de ministros ha variado a lo largo de nuestra historia política. El texto de la constitución vigente establece que la cantidad de ministros y las funciones de cada una de ellos “será establecida por una ley especial”.
La organización actual de estos ministros son los siguientes:

Jefe de Gabinete: José Anibal Fernandez

Ministerio de ciencia, tecnología e innovación: José lino Barañao

Ministerio de cultura: Teresa Adelina Sellarés

Ministerio de defensa: Agustin Rossi

Ministerio de desarrollo social: Alicia Margarita Kirchner

Ministerio de economía y finanzas publicas: Axel Kicillof

Ministerio de educación: Alberto sileone

Ministerio del interior y transporte: Anibal Florencio Randazzo

Ministerio de justicia y derechos humanos: julio alak

Ministerio de agricultura, ganadería y pesca: Carlos Horacio Casamiquela

Ministerio de planificación federal, inversión publica y servicios: Julio Miguel De Vido

Ministerio de industria: Débora Adriana Giogi

Ministerio de relaciones exteriores, comercio internacional y culto: Héctor Marcos Timerman

Ministerio de salud: Daniel Gustavo Gollán

Ministerio de seguridad : María Cecilia Rodríguez

Ministerio de trabajo, empleo y seguridad social: Carlos Alfonso Tomada

Ministerio de turismo: Enrique Meyer

El Jefe de Gabinete

La Jefatura de Gabinete de ministros es un cargo Supra-ministerial de la república argentina desempeñado por un jefe de gabinete quien es el encargado directo de ejercer la administración pública nacional, designar al personal y coordinar las reuniones del gabinete de ministros, actuando como un delegado personal del Presidente de la Nación. Fue creada por la reforma constitucional de 1994.
 Como los demás ministros, el jefe de gabinete el nombrado y puede ser removido por el presidente. Pero también tiene responsabilidad política ante el congreso nacional y pueden ser removidos de su cargo por la mayoría de los votos de una de las cámaras.
 Además los ministros son responsables ante el presidente que puede destituirlos, y ante el congreso que puede someterlos a juicio político. 
Luego que el poder legislativo inaugura sus sesiones, el jefe de gabinete y los ministros deben presentar un memoria (un informe detallado) de la situación de la nación en sus respectivas áreas de competencia. También están obligados a recurrir al congreso cuando cualquiera de sus cámaras se lo solicite, para dar explicaciones e informar sobre temas de su propio ministerio( en este caso se dice que los ministros son interpelados).

Atribuciones y competencias:
La Jefatura de Gabinete de Ministros es una institución creada por la Convención Nacional Constituyente, con la intención de reducir el híper presidencialismo argentino, disminuyendo las facultades del presidente al desagregarle la jefatura administrativa.
El jefe de gabinete es el titular de la administración genérica del país, posee las cualidades, duración y nombramiento iguales a cualquier otro ministro.
Se le otorga al Presidente la facultad de nombrar y remover al Jefe de Gabinete de Ministros. Se le asigna la función de supervisarlo en los temas que éste trata acerca de la recaudación de rentas de la Nación y su inversión.
Las funciones del Jefe de Gabinete están expuestas en los artículos 100 y 101.
El Presidente le delega al jefe de gabinete aquellas cuestiones que considere necesarias. Las funciones de la Jefatura de Gabinete están relacionadas con la supervisión de las políticas públicas del Gobierno Nacional. 

Hay 3 aspectos de esta tarea: 
*la coordinación de las actividades de los ministerios,
* la comunicación con el PL y
* la relación con las provincias y los municipios.

* Articulos 100 al 107 de la constitución nacional

Art. 100.- El jefe de gabinete de ministros y los demás ministros secretarios cuyo número y competencia será establecida por una ley especial, tendrán a su cargo el despacho de los negocios de la Nación, y refrendarán y legalizarán los actos del presidente por medio de su firma, sin cuyo requisito carecen de eficacia.

Al jefe de gabinete de ministros, con responsabilidad política ante el Congreso de la Nación, le corresponde:

1. Ejercer la administración general del país. 

2. Expedir los actos y reglamentos que sean necesarios para ejercer las facultades que le atribuye este artículo y aquellas que le delegue el presidente de la Nación, con el refrendo del ministro secretario del ramo al cual el acto o reglamento se refiera.

3. Efectuar los nombramientos de los empleados de la administración, excepto los que correspondan al presidente.

4. Ejercer las funciones y atribuciones que le delegue el presidente de la Nación y, en acuerdo de gabinete resolver sobre las materias que le indique el Poder Ejecutivo, o por su propia decisión, en aquellas que por su importancia estime necesario, en el ámbito de su competencia. 

5. Coordinar, preparar y convocar las reuniones de gabinete de ministros, presidiéndolas en caso de ausencia del presidente.

6. Enviar al Congreso los proyectos de ley de Ministerios y de Presupuesto nacional, previo tratamiento en acuerdo de gabinete y aprobación del Poder Ejecutivo.

7. Hacer recaudar las rentas de la Nación y ejecutar la ley de Presupuesto nacional. 

8. Refrendar los decretos reglamentarios de las leyes, los decretos que dispongan la prórroga de las sesiones or dinarias del Congreso o la convocatoria de sesiones extraordinarias y los mensajes del presidente que promuevan la iniciativa legislativa. 

9. Concurrir a las sesiones del Congreso y participar en sus debates, pero no votar. 

10. Una vez que se inicien las sesiones ordinarias del Congreso, presentar junto a los restantes ministros una memoria detallada del estado de la Nación en lo relativo a los negocios de los respectivos departamentos. 

11. Producir los informes y explicaciones verbales o escritos que cualquiera de las Cámaras solicite al Poder Ejecutivo. 

12. Refrendar los decretos que ejercen facultades delegadas por el Congreso, los que estarán sujetos al control de la Comisión Bicameral Permanente. 

13. Refrendar conjuntamente con los demás ministros los decretos de necesidad y urgencia y los decretos que promulgan parcialmente leyes. Someterá personalmente y dentro de los diez días de su sanción estos decretos a consideración de la Comisión Bicameral Permanente.
El jefe de gabinete de ministros no podrá desempeñar simultáneamente otro ministerio.

· Art. 101.- El jefe de gabinete de ministros debe concurrir al Congreso al menos una vez por mes, alternativamente a cada una de sus Cámaras, para informar de la marcha del gobierno, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 71. Puede ser interpelado a los efectos del tratamiento de una moción de censura, por el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cualquiera de las Cámaras, y ser removido por el voto de la mayoría absoluta de los miembros de cada una de las Cámaras. 



Administración pública de la Argentina

La Administración Pública es el conjunto de organismos estatales que realizan las funciones administrativas del Estado argentino. Esta misma, incluye a las entidades públicas descentralizadas y las especializadas, como los centros de enseñanza, hospitales, museos y las fuerzas armadas aunque las fuerzas armadas poseen un régimen especial.
Los gastos de la Administración Pública se realizan mediante pautas establecidas en el presupuesto, aprobado por ley, y por las reglas establecidas en la Ley de Presupuesto de cada jurisdicción. La realización de gastos incumpliendo estas pautas constituye un delito establecidos en el Código Penal.

El personal de la Administración Pública está regido por reglas especiales, diferentes a la de los trabajadores de  la actividad privada. Los trabajadores de la Adm. Pública tienen leyes especiales que contemplan sistemas de ingreso por concurso, prohibición del despedido sin causa justa ni sumario previo. En algunos casos se han establecido sistemas de negociación colectiva.

La Administración Pública puede ser controlada internamente por los habitantes mediante recursos administrativos regulados por el Derecho Administrativo (procedimientos Administrativo) o por demanda judicial contra el Estado (procedimiento contencioso-administrativo)

Esquema de la Administración Publica Argentina.

El sistema de organización federal adoptado por la Argentina, el Estado argentino está formado por dos grandes estructuras estatales paralelas: el estado federal (o nacional) y los estados provinciales y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Cada una tiene su propia administración pública, conviviendo así la administración pública nacional, con cada una de las administraciones públicas provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires. A ellas hay que agregar las administraciones municipales, que dependen de las provincias, pero suelen tener autonomía.

Entre los sectores que administran las provincias se encuentran las escuelas públicas, la policía y los centros de salud, responsables por sí mismos de la mayor parte del gasto y del empleo público.

AUDITORIA INTERNA

La auditoría interna es un servicio a toda la organización y corresponde a que se constituya en un instrumento de gestión para comprobar que se logren los resultados previstos en el marco de la normativa aplicable. Las tareas de auditoría deben coexistir implantando y manteniendo un adecuado ambiente de control en todos los ámbitos y procesos de la organización.
La definición de "adecuado ambiente de control" expresa un sistema integral e integrado, basado en criterios de economía, eficiencia, eficacia y legalidad.
La Unidad de Auditoria Interna es un órgano de control interno que tiene como fin entender en la planificación, programación y ejecución de las tareas de auditoría, teniendo presente los "objetivos" de la auditoría interna. También es integrante del sistema de control interno, dependiendo de la máxima autoridad de la jurisdicción y siguiendo los lineamientos emanados de la SINDICATURA GENERAL DE LA NACIÓN, en su condición de órgano rector del sistema. Sus actividades estarán orientadas al análisis de la gestión institucional con un enfoque contributivo de asesoramiento y asistencia técnica a la administración activa, en especial a sus máximos responsables.
Un órgano de control provisto de modernas herramientas para ejercer la auditoría e integrado por recursos humano, posibilitando el examen independiente, objetivo, sistemático y amplio del funcionamiento del sistema de control interno vigente en todas las dependencias y actividades de la jurisdicción.
Lo que hace específicamente a la Unidad de Auditoría Interna es su función de verificar permanentemente la vigencia en la Jurisdicción de un satisfactorio grado de control interno, promoviendo en la gestión operativa la aplicación de principios de eficiencia, eficacia y economía.
Acciones:

• Elaborar el Plan General y Plan Anual de la Unidad de Auditoría Interna.

• Verificar el grado de cumplimiento de las políticas, planes y procedimientos estipulados por la conducción superior de la Jurisdicción.

• Tomar conocimiento integralmente de los actos y evaluar, todos aquellos de significativa trascendencia económica.

• Evaluar la aplicación de los controles operativos, contables, de legalidad y financieros.

• Informar a las autoridades superiores y a la Sindicatura General de la Nación, de los desvíos que se detecten.

• Brindar a la Sindicatura General de la Nación toda la información que ésta requiera.

Sindicatura General de la Nación

La Sindicatura General de la Nación (SIGEN) de la República Argentina es el órgano rector del sistema de control interno que coordina actividades orientadas a lograr que la gestión del sector público nacional alcance los objetivos de gobierno. Dicta y aplica normas de control interno, las que deberán ser respetadas por las Unidades de Auditoría Interna (UDAI) que funcionan en cada Ministerio y organismo autárquico de la Administración Pública Nacional.
La labor de la SIGEN es similar a la Auditoria General de la Nación (AGN) de la República Argentina, pero ésta es un órgano parlamentario cuya conducción es compartida con los partidos de oposición.
La SIGEN vigila el cumplimiento de las normas contables, emanadas de la Contaduría General de la Nación (CGN).

Ley 24.156. Disposiciones generales. Sistemas presupuestarios, de crédito público, de tesorería, de contabilidad gubernamental y de control interno. Disposiciones varias.
Esta ley fue sancionada el 30 de Setiembre de 1992 y fue promulgada Parcialmente el 26 de Octubre de 1992. Su principales Objetivos deben ser:
a) Dictar y aplicar normas de control interno, las que deberán ser coordinadas con la Auditoría General de la Nación;
b) Emitir y supervisar la aplicación, por parte de las unidades correspondientes, de las normas de auditoría interna;
c) Realizar o coordinar la realización por parte de estudios profesionales de auditores independientes, de auditorías financieras, de legalidad y de gestión, investigaciones especiales, así como orientar la evaluación de programas, proyectos y operaciones;
d) Vigilar el cumplimiento de las normas contables, emanadas de la Contaduría General de la Nación;
e) Supervisar el adecuado funcionamiento del sistema de control interno, facilitando el desarrollo de las actividades de la Auditoría General de la Nación;
g) Aprobar los planes anuales de trabajo de las unidades de auditoría interna, orientar y supervisar su ejecución y resultado;
h) Comprobar la puesta en práctica, por los organismos controlados, de las observaciones y recomendaciones efectuadas por las unidades de auditorías internas.
i) Atender los pedidos de asesoría que le formulen el Poder Ejecutivo Nacional.
k) Poner en conocimiento del Presidente de la Nación los actos que hubiesen acarreado o estime puedan acarrear significativos perjuicios para el patrimonio público;
l) Mantener un registro central de auditores y consultores a efectos de la utilización de sus servicios;

La Ley N º 24.156 en su Título VI–Del Sistema de Control Interno, en los artículos 104 al 106 se determina el modo en el que se alcanzarán los objetivos.
Artículo 100: "El sistema de Control Interno queda conformado por la Sindicatura General de la Nación, órgano normativo de supervisión y coordinación y por las Unidades de Auditoría Interna que serán creadas en cada Jurisdicción y en las entidades que dependan del Poder Ejecutivo Nacional. Estas Unidades dependerán jerárquicamente de la autoridad superior de cada organismo y actuarán coordinadas técnicamente por la Sindicatura General".
Este articulo expresa que la Sindicatura General determina y expresa de qué forma deben realizarse las auditorias, entonces cada jurisdicción deberá trasladar la técnica a emplear en cada auditoria.

Artículo 101: "La autoridad superior de cada jurisdicción o entidad dependiente del Poder Ejecutivo Nacional será responsable del mantenimiento de un adecuado sistema de control interno que incluirá los instrumentos de control previo y posterior incorporados en el plan de la organización y en los reglamentos y manuales de procedimiento de cada organismo y la auditoría interna".

Este articulo expresa que la autoridad superior será responsable del mantenimiento de un sistema de control interno que incluirá los instrumentos en el plan de la organización y en los reglamentos y manuales de procedimiento de cada organismo y la auditoria interna.

Artículo 102: "La Auditoría Interna es un servicio a toda la organización y consiste en un examen posterior de las actividades financieras y administrativas de las entidades a que hace referencia esta Ley, realizada por los auditores integrantes de las Unidades de Auditoría Interna. Las funciones y actividades de los auditores internos deberán mantenerse desligadas de las operaciones sujetas a su examen".
Este articulo expresa que la Auditoria interna consiste en un examen posterior de las actividades financieras y administrativas de las entidades, que será realizada por los auditores integrantes de la misma.
Artículo 103: "El modelo de control que aplique y coordine la Sindicatura General deberá ser integral e integrado, abarcar los aspectos presupuestarios, económicos, financieros, patrimoniales, normativos y de gestión, la evaluación de programas, proyectos y operaciones, y estar fundado en criterio de economía, eficiencia y eficacia".

Este articulo expresa que la Sindicatura General debe ser integral e integrado, debe abarcar los presupuestarios económicos, financieros, patrimoniales, normativos y de gestión y por ultimo debe tener un criterio de economía, eficiencia y eficacia.
Organización del Órgano Ejecutivo en la Provincia de Buenos Aires
En la Constitución de la Provincia de Buenos Aires le está destinada la Sección Quinta, con 7 capítulos, del art. 119 al 159.

Artículo 119.- El Poder Ejecutivo de la Provincia será desempeñado por un ciudadano, con el título de Gobernador de la Provincia de Buenos Aires.
Artículo 120.- Al mismo tiempo y por el mismo período que se elija Gobernador, será elegido un Vicegobernador.  
Artículo 121.- Para ser elegido Gobernador o Vicegobernador, se requiere:  
1°.- Haber nacido en territorio argentino o ser hijo de ciudadano nativo, si hubiese nacido en país extranjero.  
2°.-Tener treinta años de edad.
3°.-Cinco años de domicilio en la Provincia con ejercicio de ciudadanía no interrumpida, si no hubiese nacido en ella.  

Artículo 122.- El Gobernador y el Vicegobernador durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones, y cesarán en ellas en el mismo día en que expire el período legal.
Artículo 123.- El gobernador y el vicegobernador pueden ser reelectos o sucederse recíprocamente, por un nuevo período. Luego, se requiere el intervalo de un período. 
Artículo 124.- En caso de muerte, destitución, renuncia, enfermedad, suspensión o ausencia del Gobernador, las funciones del Poder Ejecutivo serán desempeñadas por el Vicegobernador, por todo el resto del período legal, en los tres primeros casos, o hasta que haya cesado la inhabilidad temporaria, en los tres últimos.
Artículo 125.- Si la inhabilidad temporaria afectase simultáneamente al Gobernador y al Vicegobernador, el Vicepresidente primero del Senado se hará cargo del Poder Ejecutivo, hasta que aquella cese en uno de ellos. 
Artículo 126.- En caso de muerte, destitución o renuncia del Gobernador, cuando no exista Vicegobernador o del Vicegobernador que hubiese asumido definitivamente las funciones de Gobernador, el Poder Ejecutivo, será desempeñado por el Vicepresidente primero del Senado, pero dentro de los treinta días se reunirá la Asamblea Legislativa y designará un Gobernador interino, quien se hará cargo del Poder Ejecutivo.
El Gobernador interino deberá reunir las condiciones establecidas y durará en sus funciones hasta que asuma el nuevo Gobernador.
Si la vacante tuviere lugar en la primera mitad del período en ejercicio se procederá a elegir Gobernador y Vicegobernador en la primera elección de renovación de la Legislatura que se realice, quienes completaran el período constitucional correspondiente a los mandatarios reemplazados.
El Gobernador y el Vicegobernador electos tomarán posesión de sus cargos el primer día hábil posterior a la integración de las Cámaras con la incorporación de los legisladores electos.
Artículo 127.- Si la acefalía se produjese por muerte, destitución o renuncia del Gobernador interino, se procederá como ha sido previsto en el Artículo anterior.
Artículo 128.- En los mismos casos en que el Vicegobernador reemplaza al Gobernador, el Vicepresidente del Senado reemplaza al Vicegobernador.  
Artículo 129.- La Legislatura dictará una ley que determine el funcionario que deberá desempeñar el cargo provisoriamente para los casos en que el Gobernador, Vicegobernador y Vicepresidente del Senado no pudiesen desempeñar las funciones del Poder Ejecutivo.
Artículo 130.- El Gobernador y el Vicegobernador, residirán en la Capital de la Provincia y no podrán ausentarse del territorio provincial por más de treinta días sin autorización legislativa.
Artículo 131.- En el receso de las Cámaras solo podrán ausentarse por un motivo urgente de interés público y por el tiempo indispensable.
Artículo 132.- Al tomar posesión del cargo, el Gobernador y el Vicegobernador prestarán juramento ante el Presidente de la Asamblea Legislativa en los términos siguientes: "Juro por Dios y por la Patria y sobre estos Santos Evangelios, observar y hacer observar la Constitución de la Provincia, desempeñando con lealtad y honradez el cargo de Gobernador (o Vicegobernador). Si así no lo hiciere, Dios y la Patria me lo demanden".
Artículo 133.- El Gobernador y el Vicegobernador gozan del sueldo que la ley determine, no pudiendo ser alterado en el periodo de sus nombramientos. Durante éste no podrán ejercer otro empleo ni recibir otro emolumento de la Nación o de la Provincia.

Elección de gobernador y vicegobernador
Artículo 134.- La elección será hecha directamente por el pueblo por mayoría de votos; cada elector votará el nombre de un ciudadano para Gobernador y otro para Vicegobernador.
Artículo 135.- La elección tendrá lugar con la de senadores y diputados del año que corresponda.  
Artículo 136.- La Junta Electoral practicará el escrutinio y remitirá constancia al Gobernador y al Presidente de la Asamblea Legislativa.
Articulo 137.- Una vez que el presidente de la Asamblea Legislativa haya recibido comunicación del escrutinio, convocará a la Asamblea con tres días de anticipación, a fin de que este Cuerpo tome conocimiento del resultado y proclame y diplome a los ciudadanos que hayan sido elegidos gobernador y vicegobernador.
En caso de empate, la Asamblea resolverá por mayoría absoluta de votos cual de los dos debe desempeñar el cargo.
Artículo 139.- Los ciudadanos que resulten electos gobernador y vicegobernador, deberán comunicar al presidente de la Asamblea Legislativa y al gobernador de la Provincia, la aceptación del cargo dentro de los cinco días siguientes a aquél en que les fue comunicado su nombramiento.
Artículo 141.- Corresponde a la Asamblea Legislativa conocer las renuncias del gobernador y vicegobernador electos.
Artículo 143.- Una vez aceptado el cargo, el gobernador y vicegobernador electos gozarán de las mismas inmunidades personales de los senadores y diputados.

Atribuciones del Poder Ejecutivo
Artículo 144.- El Gobernador es el jefe de la administración de la Provincia, y tiene las siguientes atribuciones: 
1a. Nombrar y remover los ministros secretarios del despacho.
2a. Promulgar y hacer ejecutar las leyes de la Provincia, facilitando su ejecución por reglamentos y disposiciones especiales.
3a. Concurrir a la formación de las leyes, con arreglo a la Constitución, teniendo el derecho de iniciarlas por proyectos presentados a las Cámaras, y de tomar parte en su discusión.  
4a. El Gobernador podrá conmutar las penas impuestas por delitos sujetos a la jurisdicción provincial, previo informe motivado de la Suprema Corte de Justicia, sobre la oportunidad y conveniencia de la conmutación y con arreglo a la ley reglamentaria que determinará los casos y la forma en que pueda solicitarse, debiendo ponerse en conocimiento de la Asamblea Legislativa, las razones en cada caso de la conmutación de la pena.
El Gobernador no podrá ejercer esta atribución cuando se trate de delitos en que el Senado conoce como juez, y de aquellos cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones.
5a. Ejercerá los derechos de patronato como vicepatrono, hasta que el Congreso Nacional, dicte la ley de la materia.
6a. A la apertura de la Legislatura la informará del estado general de la administración.
7a. Convocar a la Provincia a todas las elecciones en la oportunidad debida, sin que por ningún motivo pueda diferirlas.
8a. Convocar a sesiones extraordinarias a la Legislatura o a las Cámaras, cuando lo exija un gran interés público.
9a. Hacer recaudar las rentas de la Provincia y decretar su inversión con arreglo a las leyes, debiendo hacer publicar mensualmente el estado de la Tesorería.
10a. Celebrar y firmar tratados parciales con otras provincias para fines de la administración de justicia, de intereses económicos y trabajos de utilidad común, con aprobación de la Legislatura y conocimiento del Congreso Nacional.
11a. Es el comandante en jefe de las fuerzas militares de la Provincia, con excepción de aquellas que hayan sido movilizadas para objetos nacionales.
12a. Movilizar la milicia provincial en caso de conmoción interior que ponga en peligro la seguridad de la Provincia.
14a. Expedir despachos a los oficiales que nombre para organizar la milicia de la Provincia y poner en ejercicio las facultades acordadas. En cuanto a los jefes, expide también despachos hasta teniente coronel. 
15a. Es agente directo del Gobierno para hacer cumplir en la Provincia la Constitución y las leyes.
16a. Da cuenta a las Cámaras Legislativas del estado de la hacienda y de la inversión de los fondos votados para el ejercicio precedente y remite antes del 31 de agosto los proyectos de presupuesto de la administración y las leyes de recursos.
17a. No podrá acordar goce de sueldo o pensión sino por alguno de los títulos que las leyes determinan.
18a. Nombra, con acuerdo del Senado:
1° Fiscal de Estado;
2° Director General de Cultura y Educación;
3° Presidente y vocales del Tribunal de Cuentas;
4° Presidente y directores del Banco de la Provincia que le corresponda.
Y con acuerdo de la Cámara de Diputados, los miembros del Consejo General de Cultura y Educación.
Artículo 145.- No puede expedir órdenes y decretos sin la firma del ministro respectivo.

Podrá, expedirlos en caso de acefalía de ministros y mientras se provea a su nombramiento, autorizando a los oficiales mayores de los ministerios por un decreto especial. Los oficiales mayores, quedan sujetos a las responsabilidades de los ministros.

Artículo 146.- Estando las Cámaras reunidas, la propuesta de funcionarios que requieren para su nombramiento el acuerdo del Senado o de la Cámara de Diputados, se hará dentro de los quince días de ocurrida la vacante, no pudiendo el Poder Ejecutivo insistir sobre un candidato rechazado por el Senado o la Cámara de Diputados, durante ese año.

Ninguno de los funcionarios para cuyo nombramiento se requiere el acuerdo o propuesta por terna de alguna de las Cámaras, podrá ser removido sin el mismo requisito. Exceptúanse los funcionarios para cuya remoción esta Constitución establece un procedimiento especial.

De los ministros secretarios del despacho general

Artículo 147.- El despacho de los negocios administrativos de la Provincia estará a cargo ministros secretarios.

Artículo 148.- Para ser nombrado ministro se requieren las mismas condiciones que para ser elegido diputado.

Artículo 149.- Los ministros secretarios despacharán de acuerdo con el gobernador y refrendarán con su firma las resoluciones de éste. Podrán, expedirse por sí solos en todo lo referente al régimen económico de sus departamentos y dictar resoluciones de trámite.

Artículo 150.- Serán responsables de todas las órdenes y resoluciones que autoricen, sin que puedan pretender eximirse de responsabilidad por haber procedido en virtud de orden del gobernador.

Artículo 151.- En los treinta días posteriores a la apertura del período legislativo, los ministros presentarán a la Asamblea la memoria detallada del estado de la Administración correspondiente a cada uno de los ministerios, indicando en ellas las reformas que más aconsejen la experiencia y el estudio.

Artículo 152.- Los ministros pueden concurrir a las sesiones de las Cámaras y tomar parte en las discusiones, pero no tendrán voto.

Artículo 153.- Gozarán por sus servicios de un sueldo establecido por la ley, que no podrá modificado.

Responsabilidad del gobernador y de los ministros

Artículo 154.- pueden ser acusados ante el Senado, en la forma establecida en la sección del "Poder Legislativo", por las causas que determina el inciso 2 del artículo 73 de esta Constitución y por abuso de su posición para realizar especulaciones de comercio.


Del fiscal de Estado, contador y tesorero de la Provincia

Artículo 155.- Habrá un Fiscal de Estado inamovible, encargado de defender el patrimonio del Fisco.
Para desempeñar este puesto se requieren las mismas condiciones exigidas para los miembros de la Suprema Corte de Justicia.
Artículo 156.- El Contador y subcontador, el Tesorero y Subtesorero durarán cuatro años, pudiendo ser reelectos.
Artículo 157.- El Contador y Subcontador no podrán autorizar pago alguno que no sea arreglado a la ley general de presupuesto o a leyes especiales, o en los casos del artículo 163.
Artículo 158.- El Tesorero no podrá ejecutar pagos que no autorizados por el Contador.
Del Tribunal de Cuentas

Artículo 159.- La Legislatura dictará la ley orgánica del Tribunal de Cuentas. Éste se compondrá de un presidente abogado y cuatro vocales contadores públicos, todos inamovibles, nombrados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado. Podrán ser enjuiciados y removidos en la misma forma que los jueces de las Cámaras de Apelación.

Dicho tribunal tendrá las siguientes atribuciones:
1- Examinar las cuentas de percepción e inversión de las rentas públicas, tanto provinciales como municipales, aprobarlas o desaprobarlas.

2- Inspeccionar las oficinas provinciales o municipales que administren fondos públicos y tomar las medidas necesarias para prevenir cualquier irregularidad.

Las acciones para la ejecución de las resoluciones del tribunal corresponderán al fiscal de Estado.


La organización administrativa del Estado Nacional: nociones generales

 Como ente jurídico el Estado actúa a través de los organismos estales, entes y dependencias que integran al Poder Ejecutivo Nacional, Provincial y a las administraciones municipales.
Al Estado Nacional se lo puede entender como una organización federal dividida dos estructuras estatales paralelas: el estado federal-nacional y el estado provincial conviviendo la una con la otra sin interponerse. Al asimilarlo como una organización, el Estado Nacional es una persona jurídica organizada en órganos y entes para cumplir sus funciones administrativas, jurisdiccionales y legislativas.
 La Administración del Estado está al servicio de la persona humana; su finalidad es promover el bien común atendiendo las necesidades públicas en forma continua y permanente y fomentando el desarrollo del país a través del ejercicio de las atribuciones que le confiere la Constitución y la ley, y de la aprobación, ejecución y control de políticas, planes, programas y acciones de alcance nacional, regional y comunal. 
Principios de la Organización Administrativa del Estado Nacional:
- Estado al servicio del Bien Común.
- Legalidad.
- Responsabilidad.
- Coordinación.
- Impulsión de oficio.
- Control.
- Transparencia y Publicidad.
- Respeto a autonomía de organismos intermedios.

 Entonces, entendemos por organización administrativa al conjunto de  normas jurídicas que regulan la competencia, las relaciones jerárquicas, situación jurídica, formas de actuación y control delos órganos y entes en ejercicio de la función administrativa.

Sistemas de estructuración de la organización administrativa

 Existen dos tipos de sistemas los cuales se basan en los métodos de delegación de responsabilidad y en la toma de decisiones.
Organización centralizada: el poder del Estado está concentrado en una o pocas manos dependiendo los órganos inferiores de los órganos jerarquizados. Este tipo de organización se lo atribuye a gobiernos centrales. Ejemplo: Chile, Uruguay, Francia, entre otros.
 Organización descentralizada: Consiste en el traspaso del poder y en la toma de decisiones. A diferencia de la forma de organización centralizada esta presupone una estructuración horizontal en donde no exista una relación jerárquica. Cada territorio cuenta con su parlamento, gobierno y su tribunal de justicia. Ejemplos: Argentina, Brasil, México, Estados Unidos, etc.
Descentralización territorial: es la transferencia de funciones administrativas del poder central a
a las entidades locales.
Descentralización funcional: El Estado crea una empresa pública con personalidad jurídica, el cual se desarrolla con patrimonio propio y gestiona sus propias actividades y servicios.

Concentración: cuando las facultades decisorias se toman dentro de un ámbito centralizado con el fin gestionar a la distancia este tipo de entidades públicas.

Desconcentración: cuando las facultades decisorias se delegan a órganos inferiores de la administración centralizada.

Nociones de autonomía y autarquía administrativa.

Autonomía: gozada por las provincias que pueden crear sus propias leyes y regirlas dentro de su territorio. A diferencia de la autarquía, la autonomía reconoce como poder superior al Estado Nacional.
Autarquía: es una facultad jurídica creada por la administración pública para descentralizar el poder, la cual le da pleno ejercicio de autogobernarse. Ejemplo: los municipios

